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    PRÓLOGO




    Redes comunitarias y políticas sociales de inclusión




    Joan Subirats




    El volumen que tengo el placer de prologar muestra con claridad la necesidad de superar marcos analíticos rígidamente establecidos para abordar las nuevas realidades sociales. Esto se vuelve aún más relevante si la perspectiva teórica adoptada no se limita a un mero ejercicio académico, aunque sin por ello perder el rigor analítico y el anclaje disciplinar, sino que parte de la preocupación por entender lo que ocurre alrededor del analista y busca llegar a conclusiones que, de alguna manera, permitan avanzar en procesos de transformación social. Es importante destacar que el libro comparte con otros muchos colectivos académicos y profesionales la tensión que surge al constatar que sus objetos de estudio se han alterado profundamente y que el tipo de problemáticas y complejidades desplegadas en los tiempos que corren precisan abordajes más transversales. En estas páginas, abordaremos lo que entendemos como los retos más significativos del cambio social y las consecuencias que estos tienen, o deberían tener, en las políticas públicas correspondientes, poniendo el énfasis en una perspectiva de trabajo comunitario.




    El cambio social tiene hoy algunos grandes vectores de transformación. Por un lado, el paso de unas trayectorias individuales más o menos previsibles y seguras a un escenario en el que las perspectivas y los recorridos vitales de las personas están dominados por las incertidumbres y la sensación de riesgo. Parece evidente que, en la actualidad, asistimos al pasaje de una sociedad que podía ser explicada a partir de ejes de desigualdad esencialmente verticales (arriba-abajo) y materiales a otra sociedad en la que se hacen más frágiles o se rompen los vínculos de integración social (dentro-fuera). De una forma más general, esto contribuye a pasar de una sociedad de clases a una sociedad atravesada por múltiples ejes de desigualdad y de diversificación social, lo que genera, por tanto, una mayor complejidad en el diagnóstico y en la búsqueda de soluciones.




    Así, se van desarrollando nuevas situaciones de exclusión, mientras que persisten las formas tradicionales de desigualdad. Es decir, sigue habiendo pobreza, se mantienen las desigualdades en el acceso y la continuidad del acceso a los recursos educativos, y las situaciones de discapacidad y dependencia siguen planteando problemas en viejos y nuevos formatos.




    En efecto, las cuestiones sociales están adoptando ahora nuevas formas, a menudo más complejas. Así, a la relevancia de la desocupación, en esta abrupta eclosión de la crisis hemos de añadir las altas tasas de precarización del empleo. Al mismo tiempo, encontramos nuevas dificultades en el acceso a la vivienda, con nuevos e intensos fenómenos de violencia inmobiliaria contra colectivos específicos, como la gente mayor, e incluso el deterioro y la infravivienda, que afecta a las personas con menores recursos. Al lado de las variaciones en estos viejos temas emergen, de los cambios estructurales de nuestras sociedades, otros focos de conflictos y de desigualdad real o potencial.




    Asimismo, en las modificaciones que se dan en las estructuras familiares, con aspectos sin duda positivos como la mayor autonomía y la menor sujeción patriarcal, aparecen problemas derivados de la monoparentalidad. Junto a la creciente diversidad y multiplicidad cultural, fruto de las inmigraciones, que es un factor de enriquecimiento evidente, se da también una gran fragilidad en la acogida de muchos de estos nuevos ciudadanos. A partir del cambio sociodemográfico a causa del gran incremento en la esperanza de vida, acaban surgiendo riesgos de exclusión relacional de la gente mayor y aumenta el grado de dependencia de estos vínculos. En síntesis, las necesidades sociales se han ido tornando más complejas pero también más dinámicas.




    Hace unos cuantos años, esas necesidades eran más estáticas y homogéneas y, por lo tanto, podían ser abordadas con medidas o normas más universales, más genéricas, que ahora resultan insuficientes. Hacen falta respuestas de mayor proximidad, entendiendo la proximidad como el ámbito desde el que se puede responder en forma más diversificada y personalizada a las cada vez más específicas demandas y necesidades ciudadanas.




    De ahí la nueva significación de los ámbitos de proximidad territorial y el renovado interés por la perspectiva comunitaria que evidencia el libro que aquí prologamos. De ahí, también, la necesidad de repensar las políticas públicas en las áreas de intervención social que, de manera genérica, denominamos “políticas sociales”. Estas políticas se habían ido desplegando para dar respuesta a dinámicas y problemas sociales, productivos y familiares muy distintos a los que ahora nos toca enfrentar. Las políticas sociales, en sus distintas vertientes –básicamente políticas educativas, de salud, de servicios sociales–, han tendido a configurarse de manera universalista y se han caracterizado por pensarse y producirse de manera poco fraccionable, a partir del supuesto de que era necesario responder a necesidades-demandas que poseían tendencias homogéneas. Por otra parte, estas políticas han sido diseñadas de manera acumulativa: a cada nueva demanda, a cada nuevo derecho reconocido, le han correspondido nuevas responsabilidades políticas diferenciadas, nuevos servicios, nuevas formas de administración, nuevas especialidades profesionales que, mientras se mantuvieron en pie los fuertes lazos sociales, las dinámicas sociales comunitarias o los grandes agregados sociales, no generaron excesivos problemas, ya que estos colectivos eran los que recibían prestaciones y servicios fuertemente especializados. Hoy, a la desintegración social y a las renovadas dinámicas individualizadoras y de desafiliación les siguen correspondiendo respuestas especializadas y segmentadas, compartimentos profesionales estancos y responsabilidades políticas no compartidas.




    Hemos de partir, pues, de “otros mimbres”. Podemos afirmar que el bienestar social se ve cada vez menos como una reivindicación global, para convertirse cada vez más en una demanda personal y comunitaria, articulada alrededor de la vida cotidiana. Los problemas y las expectativas que provienen de las organizaciones sociales primarias requieren soluciones concretas y, sobre todo, soluciones de proximidad. El bienestar ha pasado de ser considerado una seguridad en el mantenimiento de los derechos sociales para toda la población (universalismo-homogeneidad-redistribución) a plantearse como una nueva forma de entender las relaciones sociales de manera integradora y solidaria (especificidad-reconocimiento-participación).




    Por supuesto que el punto clave de las nuevas políticas sociales sigue siendo la lucha contra las desigualdades, pero reconociendo también las diferencias y con una fuerte defensa de la autonomía individual, entendida como una situación en la que no se da una dominación de unos sobre otros, sean estos quienes sean. Los nuevos relatos en las políticas sociales, por tanto, deberían recoger la aspiración a una fuerte equidad, la valorización de la diversidad y la apuesta por que cada quien pueda seguir sus trayectorias vitales y personales desde su autonomía.




    




    




    Políticas sociales, servicios sociales y trabajo comunitario




    




    Ese conjunto de cambios condicionan y suponen presiones para aquellas estructuras institucionales que habían sido pensadas para responder, desde la esfera pública, a las necesidades personales y colectivas. Los servicios sociales soportan una fuerte diversificación de usuarios, con un creciente peso de los temas vinculados con el envejecimiento de la población y con la erosión de las formas de convivencia familiar, al tiempo que persisten los problemas derivados de la dificultad de acceso al mercado de trabajo y a la emancipación de los jóvenes.




    Frente a esta situación, cabe preguntarse cuál es el papel de los servicios sociales en el nuevo escenario de la sociedad posindustrial. Es decir, si su labor puede compararse a la que desarrollan los servicios sanitarios o los educativos. En la actualidad, los servicios sociales sufren una doble presión: por un lado, una que deriva de la fractura y vulnerabilización de las instancias de socialización tradicionales (la familia, el barrio y el trabajo) cada vez mayor, y por otro lado, la presión que ejerce la sobrecarga de demandas y problemas que afectan a otros servicios públicos, en especial los sanitarios y educativos, que se traslada a los servicios sociales buscando complicidades, ayuda e incluso alivio financiero. Hay que entender que las políticas de bienestar, en su conjunto, se enfrentan a dilemas y deben responder a situaciones individuales y colectivas cuyas problemáticas muy rara vez pueden atribuirse a un único ámbito de esas políticas. Por tanto, es importante avanzar en perspectivas que apunten al trabajo en red y que sean integrales y transversales, sin que esto resulte una suerte de llamado a la desprofesionalización (difuminación de perfiles profesionales, asunción de jerarquías implícitas o explícitas en ese trabajo en red). Más bien, se requiere un proceso de reprofesionalización que permita participar en esas nuevas perspectivas a partir de una mayor clarificación de los perfiles propios de cada profesional y de las lógicas de interdependencia que la nueva realidad conlleva. De ahí, lo significativos que resultan trabajos como este, ya que exploran las lógicas interdisciplinares, partiendo de una reformulación de las propias bases analíticas y profesionales, en este caso, de la Psicología Comunitaria.




    Cuando hablamos de trabajo comunitario, enfatizamos su capacidad de impulsar, desde sus propios recursos, el refuerzo de la ciudadanía y, más concretamente, las opciones vitales de los individuos, contribuyendo a cubrir sus necesidades básicas y a fortalecer los vínculos y lazos relacionales para lograr así, desde la proximidad, reducir y superar los riesgos de exclusión social. El perfil del trabajador comunitario, si bien quizás es menos concreto que el de otros profesionales de las esferas del bienestar, es igualmente central, ya que busca que los individuos, colectivos y las comunidades –tanto la población más “normalizada” como las personas con menos recursos materiales, formativos o relacionales– refuercen sus propias capacidades para facilitar su plena inclusión como ciudadanos.




    El trabajo comunitario, en tanto núcleo central y base de la red de bienestar en un territorio determinado, ha de trabajar con criterios de escala, de espacio, de identidad y de poder y recursos que faciliten el fortalecimiento de las capacidades comunitarias en ese ámbito territorial específico.




    




    




    Las narrativas de la inclusión




    




    Por otra parte, para impulsar políticas de inclusión como las aquí planteadas, es preciso contar también con un imaginario colectivo, un discurso y una narrativa que sean capaces de sensibilizar a la gente sobre la importancia de las políticas contra la exclusión. Esta es quizás una de las mayores carencias de muchas de las intervenciones comunitarias y de su vínculo con las políticas sociales. Este discurso debería ir acompañado de resultados concretos y poder traducirse en ellos. Ambas cosas son igualmente importantes: el discurso, el imaginario, pero también los resultados, las acciones que legitiman y muestran cómo se avanza colectivamente en el rumbo trazado por esas políticas.




    En cuanto a los posibles valores en torno a los cuales se podría crear este imaginario, uno de ellos podría ser la recuperación de una idea fuerte de igualdad, en el sentido de redistribución amplia de las posibilidades y mayores oportunidades y recursos que permitan garantizar condiciones de igualdad entre la gente. Pero hay que estar atentos para evitar postular una visión de la igualdad que termine generando dependencia respecto de las políticas públicas. Es importante incorporar el valor del empoderamiento y de la autonomía personal, para que los colectivos y los sujetos sean los protagonistas de su inserción y los responsables finales de sus opciones vitales. En este binomio, es necesario incorporar también el valor de la diversidad, del reconocimiento de las diferencias, valor clave en sociedades heterogéneas como lo son ahora las nuestras en las que debemos saber articular el valor de la diversidad más como antónimo de homogeneidad que como sinónimo de desigualdad. Lo contrario de la igualdad es la desigualdad, mientras que diferente y diverso son contrarios de homogéneo. Asimismo, es preciso lograr fomentar los vínculos de solidaridad y las redes comunitarias. Esto quiere decir, fortalecer el capital social, la capacidad social de crecer y desarrollarse, no solo desde el punto de vista económico, sino también promoviendo valores como la reciprocidad y la solidaridad, y fortaleciendo las redes comunitarias. Además, se precisan diagnósticos adecuados para cada realidad, que han de ir acompañados de medidas y objetivos que nos permitan avanzar colectivamente.




    




    




    El carácter público de las políticas dirigidas a la inclusión social




    




    Las acciones públicas contra la exclusión han ido surgiendo en el marco de los nuevos componentes que acompañan la reestructuración de los modelos tradicionales de bienestar. Como sabemos, el Estado de bienestar es un espacio en el que, por medio de un abanico de políticas sociales, se intenta dirimir intereses y resolver necesidades colectivas. En este sentido, las políticas sociales no se agotan en la interacción entre Estado y mercado, ni su impacto se reduce a la mera corrección de desigualdades materiales.




    En primer lugar, el mercado no es el único espacio generador de desigualdades, como no es tampoco la única esfera social que existe al margen del estricto campo de los poderes públicos. Las características de las políticas de bienestar se determinan en el espacio formado por las esferas pública, mercantil, familiar y asociativa. Es decir, las políticas sociales pueden desmercantilizar ciertos procesos o desplazar actividades, previamente realizadas por las familias o el tejido asociativo, al ámbito del estado. Y, en sentido inverso, el Estado de bienestar puede operar como factor de remercantilización, pero también de privatización familiarista o comunitaria de funciones de bienestar antes absorbidas por la esfera pública.




    En segundo lugar, el tipo de impacto que tendrán las políticas sociales no puede determinarse previamente. Los Estados de bienestar, por medio de su oferta de regulaciones y programas, actúan como potentes palancas de estructuración social: articulan y desarticulan, alteran, intensifican, erosionan, construyen o erradican conflictos o fracturas y desigualdades económicas, generacionales, étnicas o de género. Dicho de otro modo, su impacto es mucho más multidireccional y difícil de determinar de lo que puede parecer a simple vista.




    La complejidad de factores y de dinámicas cruzadas que plantea la exclusión social sitúa muy alto la exigencia para combatir ese fenómeno que amenaza la capacidad de articulación social presente y futura de nuestras sociedades. En efecto, no podemos aplicar las políticas de bienestar surgidas en la sociedad industrial, que eran coherentes con las situaciones de desigualdad estable y concentrada de ese momento, a contextos distintos. Tampoco es posible seguir considerando la exclusión social como algo puramente personal y desligado de factores más estructurales, tal como propone una forma de entender la asistencia social clásica. Esa perspectiva solo plantea respuestas de corte paternalista, asentadas en el imaginario tradicional: se reacciona ante la pobreza con medidas asistenciales y paliativas que solo provocan estigmatización y cronificación.




    Como ya dijimos, la exclusión social a principios del siglo XXI significa otra cosa y supone un giro sustancial tanto en las concepciones con las que se analiza el fenómeno como en las políticas que intentan resolverla. Requiere buscar las respuestas en dinámicas más “civiles”, menos dependientes de lo público o de organismos con planteamientos estrictamente de caridad y armar mecanismos de respuesta de carácter comunitario, que construyan autonomía, que reconstruyan relaciones, que recreen personas. Creemos que el factor esencial de la lucha contra la exclusión hoy en día pasa por que los sujetos reconquisten sus destinos vitales que se ven afectados por esas dinámicas o esos procesos de exclusión social. Esto supone armar un proceso colectivo que les permita acceder a formar parte del tejido de actores sociales y, por tanto, no se trata solo de un camino solitario de cada uno hacia una hipotética inclusión. Es decir, no consiste únicamente en estar con los otros, sino en estar entre los otros. Devolver a las personas el control de su propia vida significa devolverles sus responsabilidades. Y dado que entendemos las relaciones vitales como relaciones sociales, de cooperación y conflicto, esa nueva asunción de responsabilidades no implica solo sentirse responsable de uno mismo, sino sentirse responsable con y entre los otros.




    En resumen, la proximidad, la integralidad y la implicación social confluyen en tanto criterios básicos en la definición de cualquier respuesta contra la exclusión social. Criterios transversales que deberían conformar cualquier propuesta de fondo, sea cual fuere su contenido. De todos ellos, creemos que es importante resaltar en particular el criterio de la implicación social, entendido en un sentido amplio como la habilitación de verdaderos espacios de acción para la iniciativa social, el sector asociativo, las ONG y, en la medida de lo posible, para el conjunto de ciudadanos y ciudadanas que quieran involucrarse en un espacio colectivo de lucha contra las exclusiones. Hay que insistir en que el espacio público es un ámbito de corresponsabilidad entre el conjunto de las instituciones públicas y representativas y la sociedad. Creemos que una sociedad que cuenta con un tejido asociativo fuerte genera lazos de confianza que permiten avanzar en una concepción de los problemas públicos (en este caso, de la inclusión) como algo compartido y no únicamente como responsabilidad de los poderes públicos. En el caso de las políticas de inclusión, este factor es, además, estratégico, ya que, como ya hemos dicho, la inclusión solo puede entenderse a través de la proximidad, la integralidad de políticas y partiendo de una lógica que permita y refuerce la implicación social en el proceso.




    El libro que aquí presentamos es una contribución notable al debate de estos temas desde una mirada anclada en la perspectiva teórica de la Psicología Comunitaria pero, al mismo tiempo, suficientemente abierta para buscar y explorar lazos y espacios de diálogo con otras perspectivas teóricas y con otras experiencias empíricas y profesionales. Esperemos que el ejemplo cunda.


  




  

    INTRODUCCIÓN




    La creciente incorporación de psicólogos sociales (especialmente con orientación comunitaria) a los programas y las acciones sociales que se observa en tantos países –corroborada en esta recopilación– plantea un buen número de cuestiones y retos tanto a los teóricos de la política y la intervención social como a los que las llevan a la práctica. Parece necesario, de entrada, analizar la relación entre las políticas sociales –regidas por una lógica global, centralizada y planificadora– y el trabajo comunitario –como proceso esencialmente autodirigido de cambio local, desde abajo–, y examinar la forma de combinar sus diferencias filosóficas de base y sus lógicas rectoras divergentes, aunque quizás complementarias, y las soluciones que en la teoría y en la práctica se pueden encontrar a esas divergencias y eventual complementariedad.




    No se pueden ignorar las ventajas (como el respaldo legitimador y la dotación de medios económicos y sociales) que para cualquier forma de acción social supone la participación del Estado en la lucha contra los problemas sociales, visible en la instrumentación de políticas sociales y en la creación de un, siquiera modesto, Estado de bienestar. Pero tampoco se pueden soslayar las evidentes tensiones que crea la acelerada institucionalización de toda la intervención social impulsada y coordinada por el Estado en campos –como el psicosocial y comunitario– con orientaciones, niveles de actuación y lógicas de trabajo distintas y, a veces, incluso incompatibles con la planificación uniformista y centralizada. Podríamos, así, proponer que las políticas sociales tengan como objetivo no solo paliar los problemas y tensiones sociales causados por un desarrollo siempre desigual, sino además para incluir la filosofía y acción comunitarias, promover el desarrollo de potencialidades personales y sociales apoyando y coordinando procesos de desarrollo y cambio en distintos niveles: individual, familiar, comunitario e institucional.




    Parece, pues, necesario descubrir los encuentros y desencuentros entre las lógicas estatal y comunitaria, y analizar los obstáculos que afloran en distintos niveles de los programas y las acciones sociales en aspectos como la redefinición de papeles de los actores políticos y profesionales y de la sociedad civil; la disparidad de tiempos, ritmos y formas de trabajo de actores e instituciones sociales; los choques de las filosofías orientadoras del trabajo social; la complementariedad de estrategias “descendentes” y “ascendentes”; la formación de profesionales; la creciente importancia de la evaluación de programas y la consiguiente asunción de responsabilidad por los resultados que esta arroje; las contradicciones entre planificación y organización técnica de las acciones y el fomento de la autogestión y participación comunitaria; la relación entre actores profesionales y políticos; la dimensión política del desempeño profesional y los riesgos de instrumentalización y clientelismo político que la acompañan; y por último, el desarrollo de puentes y vías de intercambio de conocimiento y desarrollo técnico entre quienes diseñan las políticas sociales y el saber acumulado por los profesionales y académicos de la Psicología Comunitaria.




    Estos desafíos y tensiones, surgidos de la práctica de la intervención de psicólogos en programas sociales, apenas están comenzando a aflorar en la conciencia de la comunidad académica y/o profesional de la Psicología Comunitaria o en la de otros sectores técnicos de lo social y comunitario. Aunque, es justo señalarlo, el tema ha comenzado a ser abordado, de forma más o menos central y explícita, en algunos foros de discusión y difusión escrita por ciertos autores y grupos académicos. En vista de esto, y dada la relevancia de estas cuestiones y su potencial impacto sobre el desarrollo, tanto de nuestro quehacer psicológico comunitario como del político, parece necesario realizar un esfuerzo colectivo de análisis sistemático, reflexión y puesta en común pública de los asuntos que sobre este tema surgen no solo del análisis conceptual y teórico sino también de las experiencias y los trabajos prácticos.




    Específicamente nos hemos propuesto, a través de esta compilación, “abrir el foco” y generar un proceso de análisis respecto de los límites y las potencialidades de la relación entre la política social, sus estrategias y sus efectos, por un lado, y la Psicología Comunitaria, por otro, usando “lo psicosocial” como articulador teórico y práctico privilegiado entre los dos polos de la relación.




    Pretendemos así generar un espacio de intercambio, discusión y debate con el doble propósito de compartir análisis convergentes y divergentes sobre las posibilidades de ampliar los aportes que la Psicología Comunitaria puede hacer al desarrollo de las políticas sociales y las formas y vías para hacerlo y, asimismo, cotejar y extender el conocimiento de las experiencias e intervenciones concretas realizadas. Se trata, pues, de recoger enseñanzas y aprender lecciones, tanto acerca de los límites y las dificultades como sobre el horizonte potencial, las posibilidades de interacción, conflictiva y colaboradora, de la Psicología Comunitaria y la política social en sus vertientes teórica y práctica. O, sintetizando, buscamos aquí combinar antecedentes y análisis del continuo de tensión y complementariedad que, asumimos, existe entre las orientaciones de la política social, por un lado, y las estrategias prácticas en Psicología Comunitaria, por otro, a partir de la reflexión y las experiencias generadas desde distintas realidades sociales y comunitarias.




    A tal fin, hemos convocado a un grupo de analistas y expertos que describen y comentan los avances registrados en la relación entre políticas sociales y Psicología Comunitaria en siete países diferentes y hemos organizando sus aportes en torno a los tres ejes temáticos que definen las tres partes de esta obra.




    Una primera parte, dedicada a los antecedentes y la reflexión sobre las posibilidades que surgen de la relación entre la Psicología Comunitaria y las políticas sociales que contiene cinco capítulos.




    En el primero (“Posibilidades y tensiones en la relación entre Psicología Comunitaria y políticas sociales”), Jaime Alfaro discute la relación entre la Psicología Comunitaria y las políticas sociales, recogiendo los antecedentes analíticos y técnicos desarrollados en distintas regiones. El autor plantea que la Psicología Comunitaria se ha implicado en programas de políticas sociales en diversos períodos y desde distintos colectivos académicos, y constata que existe una tensión y un desencuentro entre las orientaciones de estas políticas y las orientaciones de la Psicología Comunitaria en planos valorativos, técnicos, estratégicos y en cuanto a las nociones de referencia y los modelos de intervención. Presenta, además, diversos debates que han surgido respecto de las funciones asignadas a las políticas sociales en cada modelo de desarrollo, la relevancia de las redes sociales en la provisión de bienestar social, los procesos y agentes implicados en la generación de políticas, y la importancia de tener en cuenta las prácticas sociales de los equipos técnicos profesionales. Se centra en el grado de complementariedad entre la aproximación de derechos sociales y los desarrollos en Psicología Comunitaria.




    El segundo capítulo (“Técnica y política en la intervención psicosocial”), a cargo de Alipio Sánchez, plantea la relación entre la política y la técnica en la intervención psicosocial y, particularmente, la intervención psicosocial con orientación comunitaria, delineando las zonas comunes y los mutuos aportes. El autor define la intervención social como una interferencia intencionada y autorizada en la vida social de “sistemas” y colectivos que han perdido su habitual capacidad de autogobierno. Asimismo, identifica dos direcciones básicas que puede tomar la intervención social (supraindividual y redistributiva) y propone unos supuestos ideológicos y valorativos para esta. Identifica también los dos niveles de intervención social –centralizado y local o comunitario–, apuntando a las nociones que emergen de ellos. Concluye con las doce características propias del papel político y técnico en la actuación social o psicosocial, y plantea las convergencias y divergencias en cada una y en el perfil trazado por el conjunto.




    El tercer capítulo (“Aportes de la Psicología Comunitaria al campo de las políticas públicas sociales: el caso del Uruguay”), de Alicia Rodríguez, presenta el estado actual de la relación entre la Psicología Comunitaria y las políticas públicas sociales en Uruguay. Comienza presentando las principales características del desarrollo de esa disciplina en ese país y las particularidades de las políticas sociales y de su sistema de protección social, para luego abordar el análisis de la relación entre ambas, profundizando en los fundamentos de la presencia de la psicología y de la Psicología Comunitaria en el campo de las políticas públicas sociales. Por último, realiza algunas puntualizaciones relacionadas con el hecho de que sus reflexiones son formuladas desde el ámbito universitario público.




    El cuarto capítulo (“Psicología Comunitaria y políticas públicas: una articulación posible y necesaria”), escrito por Antonio Lapalma y Martín de Lellis, explora la relación entre la Psicología Comunitaria y las políticas públicas, y revisa algunos dilemas fundamentales que determinan el contenido y la orientación de las políticas públicas en la Argentina y las contribuciones de la Psicología Comunitaria a este campo. Presentan sintéticamente las orientaciones ideológicas dominantes sobre políticas públicas en el plano internacional, cuyo efecto ha resultado importante en los países de América Latina, y algunos de los principales dilemas que conciernen a los procesos de participación ciudadana y expansión de los derechos sociales. Además, describen el surgimiento de la Psicología Comunitaria, su institucionalización académica y la incorporación de algunos de sus postulados al diseño y la implementación de políticas en áreas sociales como la salud, la educación y el desarrollo comunitario, entre otras.




    En el capítulo 5, el último de esta primera parte (“Prácticas de intervención comunitaria y políticas públicas: aproximaciones y límites desde la perspectiva de la Psicología Social Comunitaria latinoamericana”), Maria de Fátima Quintal de Freitas discute y analiza las prácticas de intervención comunitaria y, en particular, la relación entre las políticas públicas y la comunidad. Asimismo, explora dos grandes esferas relevantes de la acción e intervención psicosocial, la de la potencialidad de cambio y la del involucramiento psicosocial, con las cuales se relacionan todos los programas y proyectos de intervención social y las diversas propuestas de políticas públicas. Finalmente, en la perspectiva de la participación y del fortalecimiento de las convivencias solidarias, destaca algunas contribuciones de la Psicología Social Comunitaria para los trabajos comunitarios volcados a la implementación de políticas públicas comprometidas con la justicia y con la mejora de las condiciones de vida de las personas, en cuanto a su utilidad para configurar las necesidades vividas y sentidas por ellas.




    La segunda parte está formada por seis capítulos que reportan y analizan experiencias y prácticas realizadas desde la perspectiva de la Psicología Comunitaria en políticas sociales.




    En el primer capítulo de esta parte, el capítulo 6 (“Entre el control tutelar y la producción de ciudadanía: aportes de la Psicología Comunitaria a las políticas de infancia”), Víctor Giorgi presenta una serie de elaboraciones en torno al desafío que encierra la oportunidad de incluir no solo elementos teórico-técnicos sino valores e intencionalidades ético-ideológicas propias de la Psicología Comunitaria en la planificación, ejecución y evaluación de las políticas sociales de infancia impulsadas por el Estado. Para eso, el autor discute y analiza la relación entre las políticas sociales y la Psicología Comunitaria a través de la historia, poniendo el acento en la colisión de paradigmas que hoy se da en el interior de las instituciones de infancia y sus políticas, así como también en las transformaciones necesarias para superar la brecha entre enunciación de derechos y garantía real de los mismos, y en el pasaje desde el control y el tutelaje al fortalecimiento y la autonomía a través de la participación.




    En el capítulo 7 (“Desarrollo de la asociatividad en comunidades: desafíos en la implementación de una política social de seguridad ciudadana”), Mariane Krause, Andrea Jaramillo, Héctor Carvacho, Alex Torres y Elda Velásquez presentan y analizan el desarrollo histórico y conceptual de una política social en seguridad ciudadana implementada en Chile, prestando especial atención a su componente comunitario. Señalan que este componente busca el desarrollo de la asociatividad en comunidades, a través de intervenciones que fomentan la participación social, el sentido de comunidad y el empoderamiento. Por último, discuten críticamente los desafíos que conlleva la implementación de cada uno de estos elementos en el marco de una política de seguridad ciudadana.




    El capítulo 8 (“Contribuciones de la Psicología Comunitaria a las políticas sociales en las áreas de la integración psicosocial y en la violencia contra las mujeres”), a cargo de José Ornelas, Maria Vargas-Moniz y Tânia Mesquita Madeira, destaca de qué modo la Psicología Comunitaria puede ser una fuente inspiradora para movimientos de cambio social. A la vez, sus autores documentan el proceso de desarrollo y las contribuciones de dos organizaciones no gubernamentales, la Asociación para el Estudio y la Integración Psicosocial (AEIPS) y la Asociación de Mujeres Contra la Violencia (AMCV), en la formulación de políticas públicas en el contexto sociopolítico portugués. Destacan también que las principales influencias de este estudio están relacionadas, por un lado, con las contribuciones a la visibilidad de los fenómenos asociados al aislamiento y la vulnerabilidad de los grupos estudiados y, por otro, con la participación efectiva en acontecimientos o en la producción de documentos y reglamentos de implementación de políticas públicas en las dos áreas analizadas.




    En el capítulo 9 (“Más allá del desierto: empoderamiento e inclusión en las políticas sociales en el dominio de la rehabilitación en Portugal y en Europa”), Pedro Teixeira, Ema Loja, Emília Costa e Isabel Menezes clarifican la perspectiva de los estudios sobre la discapacidad, apelando a los modelos que conceptualizan la inclusión de personas discapacitadas como determinada esencialmente por cambios sociales y políticos. Presentan luego tres estudios: los dos primeros se enfocan en el análisis de las políticas portuguesas y europeas en este dominio y en su articulación con los valores del empoderamiento y la inclusión relevados en la Psicología Comunitaria, y el tercero se centra en la perspectiva de los líderes de asociaciones de personas físicamente discapacitadas.




    El capítulo 10 (“Intervención comunitaria, política social de salud y cuidadanía: análisis de una experiencia de desinstitucionalización”), a cargo de Gina Ferreira, propone una reflexión sobre un proyecto de intervención comunitaria implementado en un municipio del interior del estado de Río de Janeiro (Brasil), proyecto que se relaciona directamente con las acciones emprendidas en la localidad por la política social de salud. La autora describe la metodología, las ideas directrices, las líneas de acción y el sistema de evaluación que orientaron la construcción de ese proyecto, dirigido a la recuperación de una ciudad dividida, cuyo principal objetivo era la inserción social de sus habitantes. Por último, muestra cómo el instrumental utilizado –sección de cine– no solo suscitó nuevas formas de integración, de un modo lúdico, simbólico, sino que también fue vehículo y objeto, un catalizador de subjetividad que devolvió a los usuarios de los servicios de salud mental la capacidad de construcción, a partir del sueño y mediante la posibilidad de apoderarse de sus propios destinos.




    En el último capítulo de la segunda parte, el capítulo 11 (“La política social en el espacio local, ¿puede aportar al desarrollo comunitario? Un análisis en la región de la Araucanía, Chile”), Alba Zambrano y Gonzalo Bustamante Rivera reflexionan acerca de las potencialidades y restricciones de la política social con orientación comunitaria para promover el desarrollo de las personas y las comunidades. Específicamente, analizan los alcances de las estrategias de desarrollo en el espacio comunitario a partir de los resultados de dos investigaciones realizadas en distintas localidades de la región de la Araucanía, en Chile. Los autores destacan el valor del componente relacional y subjetivo presente en las interacciones entre los diversos actores locales y agentes de desarrollo a la hora de implementar un proyecto o programa social.




    La tercera y última parte de este volumen está referida a los desafíos formativos y organizativos planteados en el trabajo interventivo y las experiencias que surgen de políticas sociales realizadas desde el prisma psicológico-comunitario, y reúne tres capítulos.




    En el primer capítulo de esta parte, el capítulo 12 (“Construcción de política social: retos para la Psicología Comunitaria costarricense de cara a los procesos de formación e identidad profesional y a la definición del papel psicológico comunitario”), Carlos Arrieta Salas y Carlos Garita Arce constatan que, en Costa Rica, la construcción de políticas sociales se ha visto nutrida con la presencia de profesionales en psicología, cuya participación se ha dado fundamentalmente en condición de funcionarios de organizaciones gubernamentales y no gubernamentales. Sin embargo, estos profesionales no forman parte del área de la Psicología Comunitaria sino de otras áreas de la psicología. Surgen de este modo una serie de cuestionamientos, dado que el hecho de que en Costa Rica la presencia de la Psicología Comunitaria haya sido la excepción más que la norma plantea la necesidad de revisar la especificidad de esta disciplina. Desde estos cuestionamientos se plantean los ejes que debieran articular las reflexiones respecto del papel que la Psicología Comunitaria ha jugado y podría jugar, en especial en materia de formación profesional.




    El capítulo 13 (“¿Qué psicólogo para qué política social?”), de Susana Rudolf y Daniel Parafita, plantea, en función de una experiencia de trabajo con dispositivos implementados en el marco de las políticas orientadas a los sectores más carenciados de la sociedad uruguaya, algunas reflexiones en torno al rol de los psicólogos en las políticas sociales. A partir del análisis crítico de la experiencia mencionada, los autores ponen en evidencia una serie de dificultades que parecen señalar carencias en la formación, tanto teórica como práctica, de los psicólogos. Además, constatan la necesidad de una mirada psicológica que sirva de aporte para la comprensión de los efectos que los programas sociales producen en la subjetividad de sus destinatarios o “sujetos de derecho”, y el requerimiento de una mayor y mejor integración de la psicología en el diseño, la ejecución y la evaluación de las políticas sociales.




    El último capítulo, el capítulo 14 (“Reflexiones acerca de los procesos de coordinación y articulación interorganizacional en las políticas públicas sociales: ¿ahora se trata de coordinar?”), de Lucía Pierri Aguerre, destaca la relevancia que han cobrado los procesos y ámbitos institucionalizados de coordinación interorganizacional, abordando aspectos ligados a los componentes, los alcances y las dinámicas específicas e incorporando situaciones ilustrativas provenientes de la práctica en ámbitos de coordinación de gestión intermedia y de operativización en el territorio. Asimismo, la autora plantea elementos tendientes a visualizar los posibles aportes de la Psicología Comunitaria en los procesos mencionados, postulando que estos implican un pasaje de lógicas sectoriales verticales, características de una concepción tradicional de la política social, a lógicas heterárquicas, abiertas y horizontales. En su trabajo, la autora no solo pone en juego componentes políticos y organizacionales, sino también psicosociales y subjetivos.




    Solo nos resta dejar testimonio de la gran contribución que han hecho a esta publicación Denise Oyarzún, a través de su trabajo profesional y riguroso de edición de los textos, y el trabajo de revisión de estilo realizado por Sandra Rojas.
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    PENSAR LA RELACIÓN ENTRE PSICOLOGÍA COMUNITARIA Y POLÍTICAS SOCIALES: ANTECEDENTES Y POSIBILIDADES


  




  

    CAPÍTULO 1




    Posibilidades y tensiones en la relación entre Psicología Comunitaria y políticas sociales




    




    Jaime Alfaro




    




    Introducción




    




    Este capítulo se propone contribuir al debate y la reflexión sobre las tensiones y posibilidades de relación entre la Psicología Comunitaria y las políticas sociales.




    En el primer apartado, presentaremos los antecedentes que permiten sostener tres constataciones básicas. Primero, que la Psicología Comunitaria está cada vez más implicada en procesos de inserción en programas de políticas sociales, a través de planteamientos analíticos, técnicos y conceptuales, y de distintos colectivos académicos. En segundo lugar, se evidencia clara, consensuada y contundentemente una gran tensión y desencuentro entre las orientaciones de los programas de políticas sociales y las que derivan del conocimiento acumulado por la Psicología Comunitaria. Esos desencuentros se dan en los planos valorativo, técnico, estratégico y en las nociones de referencia y los modelos de intervención que propone cada uno. Por último, se verifica también el desarrollo en curso, en el ámbito de la Psicología Comunitaria, de líneas de trabajo concretas que abordan, discuten y enriquecen estrategias de intervención y líneas programáticas de las políticas sociales, lo cual permite vislumbrar áreas en las que nuestra especialidad académica podría contribuir, como el diseño, el desarrollo, la evaluación y el análisis de las políticas sociales.




    En el segundo apartado, se revisan y exponen algunos debates técnicos y académicos que se dan dentro de las políticas sociales, con el objetivo de dimensionar focos potenciales, así como posibilidades y límites, para orientar y conducir la contribución técnica y disciplinar de la Psicología Comunitaria en el desarrollo de las políticas sociales. En particular, consideramos antecedentes respecto de cuatro planos que resultan especialmente relevantes para potenciar la contribución de la Psicología Comunitaria antes señalada. En primer lugar, los antecedentes orientados a dar cuenta de manera general y aproximada de la pluralidad de nociones y concepciones sobre la definición y, en especial, acerca de la función social que se le asigna a las políticas sociales. En este sentido, resulta imposible postular una única noción y, sobre todo, una sola función de las políticas sociales, dado que estas son múltiples y dependen tanto del modelo de Estado de bienestar vigente en cada contexto como de la óptica conceptual e ideológica desde la que nos aproximemos a ellas. Desde nuestra perspectiva, esto nos sitúa, por un lado, ante formas de las políticas sociales que entran en cortocircuito con la Psicología Comunitaria pero, también, ante otras que son claramente complementarias, tal como sucede en el caso de la perspectiva que sitúa las políticas sociales en la óptica de los derechos sociales. En segundo lugar, analizaremos los antecedentes respecto de los grados y las formas en que los procesos comunitarios y las redes informales son incluidos, ya sea como dimensiones relevantes en la provisión y generación de bienestar social o como tendencia de desarrollo, en función de los modelos de Estado de bienestar que prevalezcan en cada realidad.




    En tercer lugar, presentamos los fundamentos de la relevancia de los procesos de debate y negociación entre agentes técnicos, políticos y académicos en la generación de políticas sociales, el rol primordial que en ello juegan las representaciones colectivas y, en general, los significados sociales, es decir, las ideologías, los valores y conocimientos y las técnicas vinculadas a cada ámbito de actuación. En particular, veremos de qué modo los procesos de negociación, interpretación y generación de conocimientos vinculados a los criterios de clasificación y definición de problemas y, en general, las ideas y las formas en que los actores generan significados compartidos que motivan su actuación ocupan un espacio crucial en las políticas sociales. Espacio técnico, teórico, político e ideológico en el cual se ponen en juego las posibilidades de crear, transformar o hacer aportes al desarrollo y cambio de las políticas sociales.




    Por último, dado que los sentidos que organizan la acción se construyen en los procesos y las interacciones que forman parte de la situación de intervención, mostraremos la relevancia que tiene el análisis de las prácticas de intervención desarrolladas en el marco de las políticas sociales. Dicho de otro modo, estas prácticas no pueden concebirse al margen de un determinado trasfondo cultural, social y técnico, pero tampoco al margen de un lugar o espacio institucional y social que conforman los contextos de las políticas sociales. Es crucial, por lo tanto, interrogar, analizar e investigar los procesos situacionales concretos en los que “habita” el interventor y los equipos de intervención, que corresponden a sus trasfondos biográficos y sociales, y a las condiciones institucionales desde las que se construyen sus prácticas.




    




    




    Posiciones de la Psicología Comunitaria ante las políticas sociales




    




    En este punto revisaremos los antecedentes y las diversas posturas existentes sobre las políticas sociales. En particular, consideraremos los puntos de desacuerdo y las potenciales vinculaciones en cuanto a la ética y los valores subyacentes a las intervenciones, las estrategias de intervención y los modelos conceptuales de referencia.




    




    




    Desencuentro en el plano de los valores y de la ética




    




    Sánchez (2007), desde una perspectiva europea de la intervención comunitaria, señala que la implicación del Estado en el abordaje psicosocial de los problemas sociales necesariamente genera (en diversos espacios y momentos) la primacía de una lógica “de arriba abajo” que es propia de las políticas sociales estructuradas a partir de una racionalidad técnica por sobre una racionalidad comunitaria de base. Esta situación da cuenta de que, en los procesos de institucionalización o de inserción de las prácticas de intervención psicosocial y comunitaria, surgen tensiones entre estas lógicas y los énfasis propios del trabajo comunitario, que centran su foco en los procesos locales y proponen una estrategia de trabajo “desde abajo”. Esto exige, para Sánchez (2007), encontrar formas de compatibilizar ambas lógicas, sin dejar de lado las bases éticas y políticas ineludibles inherentes al ejercicio colectivo de una praxis con poder de influir en la gente y transformar dinámicas y realidades sociales e integrarlas junto con las dimensiones técnicas y estrategias centrales en la acción interventiva de las políticas sociales, y no sustituyéndolas.




    En el mismo sentido, para Prilleltensky (2006), la orientación que ha adquirido la acción social en Norteamérica, realizada en el marco de las políticas sociales desde los años noventa en adelante –al menos en el campo de la salud–, se ha distanciado de los valores propios de la Psicología Comunitaria. Es decir, las prácticas de acción social de los profesionales que trabajan en ese ámbito se han alejado de valores como el empoderamiento, la participación, la autodeterminación, la colaboración, la inclusividad, la valoración simultánea del cambio en los niveles del bienestar personal, interpersonal, grupal, organizativo, comunitario y social. En la actualidad, los profesionales, según Prilleltensky (2006), se convierten en agentes participantes de programas sociales destinados a reproducir el sistema y no a desafiarlo.




    De forma similar, para el contexto chileno, Sandoval (2007) señala que la demanda o pregunta orientadora de las prácticas interventivas de los años ochenta, centrada en el repertorio de la ética y la política, al girar en las políticas de los años noventa y dos mil hacia el repertorio discursivo de la técnica y la evaluación, obliga, como dilema central, a buscar un esquema de integración de ambos repertorios discursivos. Según el autor, esto hace que sea necesario desarrollar modelos que integren los requerimientos específicos de la formación técnica y profesional, que demandan las políticas sociales, con la maduración del punto de vista ético y político propio de una disciplina que no quiere renunciar al ejercicio de una mirada crítica sobre sus propias prácticas.




    




    




    Desencuentro en el plano de la estrategia




    




    Respecto de la estrategia, en Chile, en especial desde mediados de los años noventa en adelante y en función de un modelo de Estado y de política social de corte neoliberal, se han generado, para Alfaro (2004), prácticas interventivas que se distancian de las orientaciones psicológico-comunitarias desarrolladas en el ámbito académico. Se observa así, durante esos años, la presencia de un significativo distanciamiento entre los modelos y paradigmas de intervención sobre los cuales se fundaba “tradicionalmente” el desarrollo de esta especialidad y las técnicas usadas en los programas sociales, centradas, sobre todo, en encuadres no participativos de intervención individual y alejadas, por tanto, de estrategias que buscan actuar en procesos colectivos y participativos, orientados al desarrollo de capacidades y a la actorización de los sujetos.




    Del debate desarrollado en el mundo académico relacionado con las políticas sociales en esta realidad nacional se constata que la orientación que predomina en las intervenciones realizadas en políticas sociales privilegian la asistencia, distribuyendo ayuda concreta, reforzando y acentuando el asistencialismo social. En general, no se utilizan estrategias participativas que valoren el desarrollo de la autonomía, los derechos ciudadanos y la potenciación de la voz pública. En consecuencia, los componentes comunitarios, de participación y acción colectiva quedan excluidos de la mayoría de los programas sociales que, por tanto, no logran promover el diálogo sociocomunitario, ni modificar su sentido asistencial, ni alejar el estigma de la pasividad y de la dependencia de sus destinatarios. Así, el componente de participación comunitaria queda reducido a una estrategia parcial referida a programas piloto específicos que no llegan a difundirse al conjunto de estas políticas y solo algunos programas señeros, de cobertura nacional, logran trascender la estrategia de intervención individual e incorporar elementos parciales de una estrategia colectiva y participativa.




    Según Krause (2002), quien también analiza el contexto chileno, las estrategias de intervención psicológico-comunitarias puestas en práctica en políticas sociales hacia fines de los años noventa se realizaron principalmente mediante acciones de prevención específica o promocional y solo secundariamente pusieron el foco en acciones de desarrollo comunitario. Asimismo, señala, privilegiaron niveles de acción microgrupales o individuales, en detrimento de niveles comunitarios o colectivos, y desarrollaron estrategias asistenciales, centradas en la satisfacción de necesidades de los destinatarios, cuya participación era más bien limitada, en vez de utilizar mecanismos orientados al desarrollo de sus propias capacidades; es decir que estos programas se alejaron de la tradición de cambio social propia de la Psicología Comunitaria.




    Por su parte, Rodríguez (2009) y Giorgi (2005), desde su experiencia en Uruguay, coinciden en que, pese a que en las últimas décadas se ha generalizado la formulación e implementación de políticas de inclusión y participación comunitaria, en los hechos frecuentemente estas poseen un carácter restringido. Es decir, si bien estas políticas sociales se desarrollan a partir de la asociación entre el Estado y la sociedad civil organizada, y teniendo en cuenta postulados tales como la necesidad de fortalecer la sociedad civil, promover el desarrollo comunitario y local, la participación comunitaria y ciudadana, la importancia de la descentralización y de la creación de redes sociales, etc., estas no solo no se traducen en un fortalecimiento de la participación social, sino que, incluso, se observa un debilitamiento de la participación. Asimismo, estas políticas, al quedar “despolitizadas” en su esencia, plantean dudas respecto de su contribución a la producción de cambios genuinos de promoción humana y de construcción de ciudadanía; se transforman en meros programas de intervención que intentan compensar las necesidades insatisfechas de los sectores pobres y asumen una función de control social y mantenimiento del statu quo.




    Un punto particularmente interesante en el artículo de Giorgi tiene que ver con las implicancias de estas estrategias sobre la constitución de sujeto, dado que plantea que las políticas sociales, por medio de la diagramación de la vida cotidiana que generan, tienen efectos en la producción de subjetividad, puesto que condicionan la experiencia social de los beneficiarios y los colocan en lugares determinados dentro del universo simbólico de la sociedad. Por tanto, la política social afecta la constitución de sujetos, en la medida en que esta “constituye operaciones discursivas asignando significados a través de una dinámica de adjudicación-asunción de diferentes lugares en el universo simbólico de la sociedad que involucra tanto a quienes generan como a quienes reciben el efecto de estas políticas, lo cual incide en las prácticas concretas” (Giorgi, 2005: 278-279).




    Puntualmente, Giorgi sostiene que las políticas sociales usan estrategias que definen a los sujetos en función de la carencia y favorecen la producción de imágenes sociales que tienden a fijarlos en su condición de excluidos, con lo que producen personas tuteladas y funcionales a un proyecto social que les es esencialmente ajeno. Señala, además, que es necesario que las políticas sociales se desarrollen a partir de estrategias que reconozcan las capacidades de participación, las competencias y los recursos de los sujetos y de las comunidades, promoviendo autonomía y posibilitando, de esta manera, la constitución o restitución del carácter de sujeto de derecho a los participantes de las intervenciones.




    Es relevante para nuestro análisis destacar que, como precisa Giorgi (2005), la forma y la conformación de estos sujetos y de esta subjetividad tienen que ver –y expresan– las disputas de poder que se dan entre los diversos agentes y actores que participan en la dinámica de una política social. Adjudicando lugares y funciones, interpretando y jerarquizando necesidades y prescribiendo ciertas instituciones, responsabilidades y cometidos, pasan a formar parte de la definición de cada componente de las estrategias y la estructura programática de una política.




    Como señala Rodríguez (2009) en este mismo sentido, las políticas sociales se diferencian tanto en las nociones implícitas y en los discursos de acción respecto del sujeto, del Estado y de la participación de la sociedad civil como en relación con el lugar que se le asigna a las organizaciones de la sociedad civil y a los sujetos destinatarios de las políticas en las intervenciones. Por eso, para esta autora, el trabajo y el aporte de la Psicología Comunitaria a las políticas sociales consisten en comprender y develar los procesos que se ponen en juego a través de estos dispositivos. Desde este punto de vista, la Psicología Comunitaria puede también intervenir para potenciar el carácter emancipatorio y la orientación hacia el cambio social, de los que estas políticas carecen, y contrarrestar de este modo las tendencias compensatorias y de control social presentes en ellas.




    Sobre este punto, Giménez (2006) distingue tres niveles en los cuales la Psicología Comunitaria puede vincularse, debatir y hacer aportes a las estrategias de las políticas sociales. El primer nivel corresponde a la generación de conocimientos que hagan viables las condiciones psicosociales y comunitarias que favorecen los procesos de protagonismo real en los proyectos de transformación social participativa. El segundo se refiere al análisis crítico de las prácticas que se implementan a partir la operativización de políticas tanto en los sujetos como en los agentes. Y por último, el tercer nivel está orientado a facilitar la generación de procesos de autorreflexión y análisis de la implicación partiendo de una ética que rescate el valor de los sujetos como protagonistas y actores de su propia existencia.




    Por su parte, Carvallo y Serrano-García (2008), al estudiar la realidad puertorriqueña, consideran que las políticas sociales contribuyen a la Psicología Comunitaria en la medida en que conforman un medio efectivo de generación de cambios sociales vinculados básicamente a la calidad de vida de individuos y grupos. No obstante, advierten que esto no siempre ocurre dado que, como las políticas sociales forman parte del proceso político, muchas veces están guiadas por valores que no permiten que esto se logre e incluso contradicen las necesidades de los diferentes grupos sociales.




    Por otra parte, Musitu y Castillo (1992), quienes analizan la realidad española, cuestionan las estrategias desarrolladas en distintas políticas sociales. Para estos autores, las estrategias deben ser integrales –es decir, considerar el conjunto de dimensiones económicas, materiales y socioafectivas relacionadas con las problemáticas que abordan– y no circunscribirse, como ocurre en realidad, solo a la provisión de servicios y acceso a los recursos, dejando de lado la acción destinada a producir cambios en las dimensiones sociales y relacionales, los procesos de potenciación de capacidades y el desarrollo humano desde aproximaciones participativas, como es propio de las estrategias de intervención comunitaria.




    Esta misma observación se encuentra en Huerta (1993), también en referencia a España, quien señala que las políticas sociales requieren desarrollar enfoques de trabajo con los recursos de la comunidad y con las potencialidades de las personas, evitando de esta manera reducir los servicios sociales a un sistema de prestaciones destinado solo a compensar estados de necesidad. Esto es, que las estrategias de estas políticas faciliten una atención integral basada en el refuerzo de la autodeterminación y potenciación de los propios recursos y de los del entorno familiar y comunitario, favorezcan la participación de la población en el conocimiento y la resolución de sus problemas y generen sistemas de coordinación de los servicios y recursos de un área determinada, de manera que permitan asegurar el bienestar social y la integración comunitaria.




    También López-Cabanas, Barriga, Camarero, Casas, Chacón, Gallegos y otros (1993) plantean, para esta misma realidad regional, que uno de los obstáculos que enfrenta la instalación o inserción de los psicólogos en los nuevos sistemas de protección social consiste en el predominio del trabajo sobre el caso individual y de una estrategia en la que el énfasis está puesto en “un funcionamiento tradicional basado en la intervención clínica y [en] un modelo asistencial pasivo”.




    




    




    Desencuentro en el plano de los modelos de referencia




    




    En el contexto español, Huerta y Porta (1992) dan cuenta del distanciamiento entre los programas llevados a cabo en el marco de los servicios sociales y el modelo o la orientación ecológica para el análisis y la intervención en los problemas que se abordan. Según señalan, esto se debe a la forma restringida de entender las necesidades, que se conciben básicamente como privación o escasez de medios y no como partes o componentes de una compleja malla de relaciones entre la persona y su entorno que permite reconocer o integrar las competencias que poseen los participantes y destinatarios de las intervenciones y considerarlos sujetos activos en los planos individual, grupal y colectivo.




    Prilleltensky (2006), mirando la situación de los Estados Unidos, indica que las intervenciones promovidas desde el Estado en el ámbito de la salud no se basan en análisis ecológicos que conecten los problemas y sus intervenciones con sus orígenes en las condiciones sociales, con lo cual no tienen en cuenta en forma simultánea el cambio en los niveles de bienestar personal, interpersonal, grupal, organizativo, comunitario y social.




    Por su parte, Giorgi (2005) y Rodríguez (2007) plantean que las políticas sociales enfrentan una disyuntiva básica entre dos orientaciones o modelos de intervención, a los que denominan abordaje restrictivo o compensatorio y abordaje comunitario transformador o emancipatorio, respectivamente.




    Para Rodríguez (2007), los proyectos que desarrollan políticas en un sentido restrictivo se caracterizarían por:




    




    1. promover cambios en los individuos mediante la intervención en el entorno inmediato, la modificación de pautas de comportamiento en los ámbitos familiares o barriales, sin problematizar las condiciones que generan desigualdad social;




    2. apuntar a reparar el daño o a prevenirlo sin vincularlo con sus causas estructurales ni promover una reflexión crítica frente a él;




    3. entender el fortalecimiento solo en un nivel individual (autovaloración, autoestima, desarrollo de capacidades), con una orientación hacia una “adaptación positiva”, asociada a la noción de resiliencia, y un refuerzo de la búsqueda de salidas individuales a problemas colectivos;




    4. considerar que la intervención grupal es una alternativa a la individual, una forma de ahorrar recursos, y que las redes de organizaciones constituyen básicamente sistemas de derivación o vínculos o soportes afectivos y de ayuda mutua;




    5. entender la autogestión como la resolución de los problemas que enfrentan las personas mediante el empleo de recursos propios, y la participación como una forma de colaboración, retribución de servicios o involucramiento en actividades planificadas desde el equipo, integrándose a la comunidad solo en la planificación de actividades puntuales y asociadas a la generación de recursos para mejorar un servicio determinado; y




    6. entender que los sujetos ocupan el lugar de beneficiarios, de manera que son concebidos como destinatarios pasivos de las acciones y, aunque en algunos casos puedan adoptar un rol activo, su alcance es controlado y limitado; los equipos pocas veces reflexionan sobre su práctica, no analizan críticamente el marco político-institucional desde el cual intervienen y, por lo tanto, tampoco problematizan las intencionalidades que subyacen a este.




    




    Por el contrario, el modelo de trabajo que fundamenta las intervenciones emancipatorias se caracteriza por:




    




    1. situar las intervenciones en el entorno inmediato de los sujetos, con el acento en la influencia mutua entre sujeto y ambiente y la inclusión de la problematización de los factores macroestructurales, de la exclusión y de la naturalización de los problemas;




    2. tener en cuenta que los equipos asumen y enfrentan los aspectos estructurales como contexto y también como texto de las intervenciones e incluyen sus efectos en la subjetividad de los participantes;




    3. entender la idea de fortalecimiento en términos individuales y colectivos, e integrar en ella las relaciones de poder, y apuntar a la autodeterminación y a la búsqueda de igualdad social;




    4. considerar las redes como una forma de relación entre actores colectivos, trascendiendo la mera coordinación de recursos; impulsar la conciencia crítica y el ejercicio de los derechos frente a los organismos e instituciones implicados en las intervenciones y que hacen parte de cada contexto; y




    5. postular la participación como un derecho y considerar la toma de decisiones como algo compartido, es decir, donde los sujetos son asumidos como actores y las relaciones entre ellos y el equipo de profesionales se basan en el diálogo. El equipo analiza en forma permanente su lugar en la comunidad y el tipo de vínculo que establece con ella, ubicándose en un lugar de no neutralidad, de intencionalidad y de vigilancia ética respecto de sus propias acciones.




    




    Por su parte, Giorgi (2005) señala que, en la aproximación emancipatoria, las redes de intercambio y de apoyo ante las situaciones críticas están vinculadas a las pertenencias culturales de los sujetos y, por tanto, su intervención está dirigida a recuperar y revalorar sus tradiciones y las de las comunidades; se tiende al desarrollo de vínculos de inclusión entre los destinatarios de las políticas y la red de instituciones con el fin de que estos se constituyan en sujetos de derecho y se favorezca de esta manera su subjetivación como ciudadanos plenos; y por último, se estimula la participación, entendida como dotar de poder de decisión a los colectivos, cuestionando actitudes dependientes y apuntando a una relación de mayor simetría entre ciudadano y Estado.




    Asimismo, Alfaro (2007b) sostiene que, en el marco de las políticas sociales desplegadas desde la década del noventa en el contexto chileno, únicamente se han dado las condiciones de posibilidad para el impulso de intervenciones basadas en modelos de desarrollo de competencias psicosociales (Alfaro, 2000), referidas y ordenadas en torno a nociones como estrés psicosocial o resiliencia, y no para la implementación de modelos orientados al cambio social; por ejemplo, el fomento de la educación popular, la amplificación sociocultural o la de orientación sistémica, como la tradición de intervención en redes. De esta forma, en ese período, las intervenciones en materia de política social, basadas en una noción de objeto de intervención que corresponde a relaciones de ajuste y equilibrio entre sujeto y entorno social, solo han considerado dimensiones microsociales del medio inmediato que implican una concepción del problema social que entiende la normalidad como un estado de equilibrio o ajuste del sujeto individual con el medio, sin tener en cuenta los planos culturales y de relaciones sociales. De esta manera, las estrategias han estado orientadas a optimizar las destrezas, las habilidades y los recursos personales, prestando especial atención a los sectores más vulnerables y, además, han estado dirigidas hacia los soportes sociales naturales en su función de ayuda para el ajuste y cuidado individual y hacia el sistema de apoyo profesional en su función de ayuda (Alfaro, 2007b).




    




    




    Antecedentes y focos de un proyecto de diálogo técnico entre la Psicología Comunitaria y las políticas sociales




    




    A continuación, presentaremos algunos antecedentes que permiten comprender mejor la idea de desencuentro que acabamos de plantear y dimensionar y acotar límites y, sobre todo, alternativas de avance en el proyecto de debate, diálogo técnico y contribución disciplinar entre la Psicología Comunitaria y las políticas sociales.




    




    




    Pluralidad en la definición y en las funciones de las políticas sociales y enfoque de derecho




    




    Adelantado, Noguera y Rambla (2000) distinguen tres formas de entender las dinámicas del origen y desarrollo de las políticas sociales. En primer lugar, la noción, planteada dentro de la tradición marxista (o neomarxista), que las concibe como instrumentos al servicio de la reproducción del modo de producción capitalista. O bien, en forma complementaria, como instrumentos o espacios de lucha de clases que nacen del creciente poder de presión y de los esfuerzos de la clase trabajadora, de manera que, desde esta perspectiva, las relaciones de producción capitalista y la contradicción capital/trabajo explican la emergencia de los Estados de bienestar y las funciones y la naturaleza de sus correspondientes políticas sociales. En segundo lugar, las conceptualizaciones provenientes de las diversas tradiciones estructurales y funcionalistas, weberianas, positivistas, que han orientado sus análisis en una dirección empirista buscando generar modelos explicativos o causales de las políticas sociales y del surgimiento de los Estados de bienestar, centrándose en la fuerza explicativa de “variables” como el nivel de industrialización, la presencia de partidos de izquierda en el gobierno, el desarrollo de las burocracias estatales modernas o de los derechos de ciudadanía, etc. Finalmente, las surgidas hacia finales de los años ochenta, instaladas y desarrolladas fundamentalmente a partir de los planteos de Esping-Andersen (1993), quien define las políticas sociales en relación con los grados de desmercantilización, es decir, en función del proceso que ocurre como efecto de que los Estados aseguren derechos sociales que, a través de políticas universales, permitan a los ciudadanos resolver sus necesidades fuera de la esfera del mercado.




    Desde otro punto de vista, aunque complementario, Rodríguez-Cabrero (1992), quien analiza históricamente las teorizaciones sobre las políticas sociales asociadas a los Estados de bienestar, señala que, si bien la política social es concebida en términos generales como un instrumento autónomo de reforma o cambio social, en su desarrollo histórico se entrelazan posiciones o corrientes diversas, entre las que distingue tres: los enfoques pragmatistas, para los cuales las políticas sociales son, más que una concepción del Estado y de la sociedad, un modo de gestión de la reforma social y de enfrentar problemas y riesgos sociales; los enfoques modernizadores, que consideran la política social como un recurso compensatorio frente a los costos del crecimiento, es decir, un instrumento y una vía de integración de la clase trabajadora en las sociedades industriales y, por tanto, un medio de gestión institucional de la fuerza de trabajo; y por último, los enfoques societaristas, que conciben las políticas sociales como una forma de expansión de los derechos sociales y como un complemento y una evolución desde los derechos civiles y políticos a los sociales.




    En cuanto a las funciones de las políticas sociales, según Herrera y Castón (2003), estas han sido –y pueden ser– entendidas de maneras diversas, y a veces contradictorias, dependiendo de la orientación desde la que se las analice. Es decir, cada punto de vista enfatizará, por tanto, funciones como la de asistencialidad, control social, reproducción de la fuerza de trabajo y aseguramiento de los derechos sociales.




    En la lógica del asistencialismo, las políticas sociales tienen un rol básicamente paliativo frente al mercado y están subordinadas a él, es decir que apuntan a la protección social de los más pobres, de los enfermos o de quienes no pueden satisfacer sus necesidades en el mercado y, en este sentido, se estructuran en torno a necesidades y no a derechos, soslayando la generación de cambios en las estructuras sociales o económicas.




    En la perspectiva del control social, por su parte, las políticas sociales procuran generar cohesión o pertenencia a una comunidad sociopolítica y operan como instrumentos de regulación de las condiciones de vida de la población para asegurar el orden, la gobernabilidad y la integración social.




    Desde el punto de vista de la reproducción de la fuerza de trabajo, las políticas sociales tienen como función asegurar el desarrollo del capital humano necesario para el funcionamiento del todo social, a través de la promoción del bienestar, garantizando la disposición de fuerzas productivas adecuadas a las necesidades de crecimiento económico.




    Finalmente, en la concepción de la política social como realización de los derechos sociales, se considera que estos son una continuación y un complemento de los derechos civiles (libertad individual y colectiva) y políticos (electorales y de representación política). Su propósito social básico es la realización de derechos económicos y sociales, materializados en el principio de igualdad de oportunidades, que han ido adquiriendo un carácter más universal, asumiendo la diferenciación de género, la protección de la infancia y la participación social, entre otros, y orientándose hacia una política de derechos humanos.




    Así, para Herrera y Castón (2003), en el marco de las sociedades actuales, entendidas como sociedades complejas, la política social debe concebirse como parte del conjunto más o menos coherente de principios y acciones y, dependiendo del encuadre general de Estado y de la orientación que en él prime, las políticas sociales cumplen funciones que combinan lógicas sectoriales y programáticas y elementos tanto de protección asistencial, de bienestar y de cohesión social, como de ciudadanía, basada en el reconocimiento de derechos sociales.




    Puesto que la noción correspondiente a la óptica de derechos sociales es la que permite vislumbrar con mayor claridad la complementariedad entre la Psicología Comunitaria y las políticas sociales, ahondaremos ahora especialmente en esta aproximación y en las funciones que le asigna a las políticas sociales.




    Siguiendo a Herrera y Castón (2003), la relevancia de esta perspectiva se relaciona con que, en las sociedades modernas, se transita de diversas formas según las realidades locales, hacia formas y modelos de Estado de bienestar basados en una concepción de ciudadanía que no radica centralmente en la pertenencia del individuo al Estado, sino que es el resultado de un complejo de derechos y deberes de los “sujetos de ciudadanía”, ya sean estos individuos o actores colectivos (es decir, formaciones sociales intermedias).




    De esta manera, para estos autores, las políticas sociales no derivan exclusivamente de la acción estatal, sino que surgen de una concertación entre el Estado y una pluralidad de actores sociales; es decir, además del mercado participan también las diversas asociaciones de la sociedad civil. Así, las políticas sociales se entienden como la expresión de una lucha y negociación de poder, de la cual forma parte un número mayor y cualitativamente diverso de actores. En este sentido, las políticas sociales se redireccionan y, en lugar de limitarse a cumplir una función meramente asistencial –sostenida en las ideas de carencia y déficit y cuya variable central es el ingreso–, para la que el protagonismo está asignado al mercado, el rol del Estado es compensatorio y subsidiario y que apunta a la protección social frente a la vulnerabilidad o los riesgos, se avanza hacia orientaciones de políticas sociales para las que el bienestar social adquiere el carácter de condición de exigibilidad en función de derechos legal y socialmente constituidos.




    Como señala la propuesta de la CEPAL (2006), en virtud de los principios básicos del enfoque de derechos que postula que todas las personas tienen los mismos derechos y no deben ser discriminadas, desarrollar políticas sociales desde esta perspectiva y, en particular, atendiendo a los derechos económicos, sociales y culturales implica impulsar políticas universalizadoras. Por tanto, hay un fortalecimiento del rol del Estado, que es el que debe garantizar el cumplimiento de esos derechos y una nueva articulación entre los proveedores del bienestar: el Estado, el mercado y las personas, sus familias y los agentes comunitarios. Por otra parte, esa propuesta aclara que impulsar políticas universalizadoras no implica suprimir las políticas focalizadas y selectivas, pues estas permiten el ejercicio de derechos de los más pobres y generan mecanismos de redistribución de los recursos.




    En consecuencia, se establecen nuevos mecanismos de regulación de la intervención estatal que contemplan tres dimensiones: una dimensión ética, fundamentada en los principios plasmados en los derechos humanos de carácter vinculante; una dimensión procesal, que consiste en procedimientos institucionales que facilitan y dan soporte al diálogo entre actores sociales y políticos y que permiten traducir los acuerdos logrados en instrumentos normativos y estos, a su vez, en políticas; y una dimensión de contenidos acerca de la protección social, que oriente acciones concretas en los campos donde la población se sienta más desprotegida o vulnerada, como la salud, la educación y la seguridad social, entre otros.




    En la base de las propuestas de la CEPAL (2006) y de Abramovich (2006) hay un cuestionamiento de los resultados de las políticas sociales aplicadas en las últimas décadas en América Latina, cuya falta de reconocimiento de los derechos no solo ha actuado en desmedro de la ciudadanía, sino también en desmedro de la institucionalización de los sistemas de políticas sociales y vuelve por tanto necesario replantear una relación distinta entre los ciudadanos y el Estado que suponga pasar de una relación de beneficiario pasivo, “asistido”, a una de titular de derechos garantizados.




    Como plantea Abramovich (2006), el enfoque de derechos, al establecer los principios de universalidad, igualdad y no discriminación y participación, genera un sentido de pertenencia, de comunidad, que fortalece la integración y cohesión social, que es un objetivo básico e históricamente reconocido de las políticas sociales.




    Desde esta perspectiva, la participación social cobra un rol central en las políticas sociales, en cuanto los derechos de participación están definidos en normas internacionales o constitucionales y forman parte de los derechos sociales reconocidos. Para Abramovich (2006), puesto que la participación implica un tipo de relación diferente entre Estado y ciudadanía y entre el ciudadano y su mundo social, se enlaza con las orientaciones que tienden a generar mecanismos reguladores de la relación ciudadano-Estado, es decir, los de políticas de transparencia y los que promueven cambios en pro de una mayor democratización de los países, así como con diversas formas de reforzar los espacios de fiscalización de las políticas, los servicios públicos y las acciones, tanto de los gobiernos como de los demás actores sociales involucrados en las estrategias de desarrollo.




    En resumen, las contribuciones del enfoque de derechos en políticas sociales consisten en considerar que la protección social es un derecho y no una cuestión de mero asistencialismo; asignar obligaciones jurídicas claras a los Estados para garantizar la protección social; vincular los estándares internacionales de derechos humanos como fundamento y soporte de la protección social (tanto los de seguridad social, como el conjunto de derechos humanos); permitir integrar en el diseño de políticas de bienestar elementos sustanciales como la igualdad, la no discriminación, la participación y la rendición de cuentas; y finalmente, colocar a la ciudadanía en el centro de las políticas de bienestar y subrayar la importancia de entender los contextos sociales y políticos en tanto elementos primordiales de la justificación y la provisión de los servicios de protección social (Piron, 2004).




    Así, desde este enfoque, las políticas sociales tienen funciones relativas a la creación e implementación de sistemas que combinan bienestar, protección, inclusión y participación de una comunidad, donde el eje de la protección social debe empalmar y relacionarse con el eje del bienestar y el eje de la promoción de ciudadanía (Piron, 2004).




    




    




    




    Relevancia de los procesos comunitarios en la provisión y producción de bienestar social y modelos de Estado de bienestar




    




    La tipología de estados de bienestar elaborada por Esping-Andersen (1993), una de las más influyentes en la actualidad, se estructura a partir de tres actores clave en la provisión de bienestar social: el Estado, el mercado y la familia. Al aplicar estos conceptos a los países desarrollados, el trabajo de Esping-Andersen (1993) identifica tres modelos o tipos de Estados de bienestar: el liberal, el corporativista o conservador y el socialdemócrata, que se diferencian por la preponderancia y centralidad que cada uno de estos actores posee en la provisión de bienestar.




    El modelo liberal está basado en el mercado y en la familia. En este, el Estado estimula al mercado, mercantilizando la protección social, y sólo garantiza mínimos en la satisfacción de sus necesidades a quien no puede proveérselos a través del mercado o la familia e interviene temporalmente cuando ninguno de los otros agentes puede satisfacer las necesidades de la población. Por su parte, en el modelo corporativista o conservador, el Estado y la familia tradicional son las principales instituciones de bienestar y, aunque ofrece beneficios a todos, este modelo refuerza las diferencias de estatus, pues hay un tratamiento desigual en la seguridad social si el beneficiario es un asalariado público o privado. El modelo socialdemócrata, por último, se caracteriza por la presencia del Estado que, a través de políticas universales que buscan la desmercantilización de la provisión de recursos de protección social, promueve la solidaridad y la reducción de desigualdades mediante una mayor redistribución, universalismo y políticas de pleno empleo.




    Por otra parte, cada modelo explicita y da cuenta de la forma y el origen de los servicios o las prestaciones sociales generadoras de bienestar y de la manera en la que las personas y sus necesidades se insertan en la economía y son o no resueltas por el mercado. De este modo, cada uno estructura de manera significativamente distinta la distribución del bienestar y las formas en que se distribuyen las diferencias y jerarquías entre los distintos segmentos de la sociedad, produciendo relaciones de solidaridad, cooperación, adhesión, jerarquía o exclusión.




    En el modelo liberal, predomina la lógica del acceso a las oportunidades, la llamada meritocracia o retribución del esfuerzo individual, en tanto expresión de la movilidad social o en términos de expectativas de que esta se produzca. En el conservador, la pertenencia o no a determinados gremios o empresas predetermina la obtención de beneficios (o la exclusión de estos) y la jerarquización social. Finalmente, en el socialdemócrata, los principales medios para adquirir beneficios corresponden a la ciudadanía social, la igualdad ante la ley y el ejercicio de derechos.




    Siguiendo a Esping-Andersen (2000), se puede definir un régimen de bienestar como la forma conjunta e interdependiente de producir y distribuir bienestar, ya sea por parte del Estado, del mercado o la familia, de manera que los agentes o las instituciones encargadas de gestionar, compartir los riesgos sociales y proveer bienestar determinan tres modelos distintos de solidaridades –familiares o corporativas, individuales y universales– que reflejan la estructuración de la movilización política y colectiva, históricamente dominante en distintos países y realidades regionales.




    Desde la óptica de Herrera y Castón (2003), esta tipología es solo parcialmente aplicable a las sociedades más complejas, dado que en estas no siempre es posible dar cuenta de la dinámica que genera y organiza el bienestar social a partir de la relación entre el Estado, el mercado y la familia, como propone Esping-Andersen (1993).




    Por lo tanto, es imprescindible, señalan, considerar también las organizaciones del denominado tercer sector (voluntariado, asociaciones, cooperativas sociales, fundaciones) y el conjunto de redes sociales informales que, en un marco de pluralidad de agentes y actores, suponen relaciones múltiples de diferenciación y de integración social en las que coexiste una amplia gama de códigos culturales, prácticas sociales, medios técnicos, formas de financiación, sistemas de objetivos y valores en juego que, en definitiva, generan formas de política de bienestar que poseen una lógica mucho más compleja que la planteada por Esping-Andersen (1993). En ellas, plantean Herrera y Castón (2003), la generación de bienestar es resultado de las relaciones que se dan dentro y entre estos sectores y sus códigos de referencia, y por ende, no es posible entender el desarrollo del bienestar social sin considerar estas interacciones.




    Asimismo, según los autores, las políticas sociales, aun cuando el Estado siga teniendo un rol de coordinación, mediación y dirección en ellas, coinciden cada vez menos con las elaboradas y gestionadas solo por el Estado o entre este, la familia y el mercado, y por tanto, se debe considerar también el lugar de los otros actores involucrados. Es decir, las políticas sociales son políticas públicas, pero no necesariamente estatales, y operan en el marco de un sistema relacional particular que vincula las distintas y diversas dimensiones del bienestar dentro de las esferas civiles, y entre estas y el sistema político-administrativo.




    Como señala Gomá (1996), al ampliar el rango de países, los regímenes de bienestar ya no se adaptan tan fácilmente a la tipología de Esping-Andersen (1993) debido a que poseen conformaciones diversas en las que se mezclan distintos elementos, conservadores e informales, y donde las familias y las redes informales juegan un rol diferente, y a veces determinante, en la protección social.




    Tal como se desprende de varios trabajos que estudian otras realidades regionales, como el de Gough y Wood (2004), o las particularidades de Europa del Sur, como el de Gomá (1996), hay que considerar un cuarto modelo de régimen de bienestar, el latino mediterráneo, en el que la responsabilidad por la resolución de los problemas va pasando, en forma gradual, del individuo a la familia, luego a las redes comunitarias y al mercado, a través de los seguros, y finalmente a la administración pública (Gomá, 1996).




    Este cuarto modelo supone una consiguiente ampliación de las esferas de caracterización de los regímenes de bienestar, conformadas ahora por las esferas estatal, mercantil, relacional informal y doméstico-familiar, en las que priman relaciones de redistribución, reciprocidad e intercambio, mediadas por actores que pertenecen a marcos institucionales interrelacionados con procesos de acción colectiva (Rodríguez-Cabrero, 2000; Adelantado y Gomá, 2000).




    En el mismo sentido, Barrientos (2004) analiza la predominancia de las señaladas lógicas y principios en la generación de bienestar propuestos por la tipología de Esping-Andersen (1993) para el caso de América Latina. Establece que en las últimas dos décadas en América Latina se pasó de un régimen de bienestar conservador-informal (similar al modelo corporativo) a otro liberal-informal. Liberal, sostiene, porque el énfasis se ha puesto principalmente en el mercado y en el sector informal (familias y redes sociales) como mecanismos de protección.




    Por tanto, vemos que, en distintos tipos de sociedades, el bienestar social se considera una tarea no solo estatal (por razones relativas a las responsabilidades limitadas que asume el Estado, o bien por el desarrollo de complejidad social, que supone la incorporación de nuevos y diversos actores en la generación de bienestar, o por combinaciones de estas), sino que incluye un conjunto mayor de agentes de la sociedad civil del que forman parte las organizaciones de voluntariados, las corporaciones, las redes sociales informales y las organizaciones comunitarias.




    




    




    Relevancia de las ideas y los procesos de negociación entre agentes técnicos y políticos en la configuración de políticas sociales




    




    Siguiendo el planteo de Braun (1999) y Fischer (2003), las políticas sociales no pueden analizarse siguiendo modelos de elección racional que enfatizan la existencia de un decisor objetivo, racional, cuyo interés es la maximización de beneficios; es necesario considerar que, en los procesos de constitución de estas políticas, las ideas, las creencias, los valores y los significados de los múltiples agentes involucrados tienen un papel central.




    De manera que, como señala Stone (2002), la generación y el desarrollo de ideas, los procesos de construcción de representaciones colectivas y significados sociales, no solo operan como condicionantes contextuales y técnicos de las políticas sociales, sino que se sitúan como componentes independientes con capacidad de incidir en el proceso de las políticas públicas y sociales.




    En particular, desde esta perspectiva se considera que una política se organiza sobre la base de marcos de interpretación de la realidad que funcionan como principios organizativos que transforman la información fragmentada de una realidad o un fenómeno social en un problema político estructurado y significativo. En ese problema se incluye, implícita o explícitamente, una forma de entender y conceptuarlo, y una forma de darle solución, reorientando o reorganizando a su vez las posiciones y los discursos de los actores sociales y políticos que negocian la búsqueda o el desarrollo de alternativas de solución (Verloo, citado en Bustelo y Lombardo, 2005). De este modo, las políticas sociales se definen como sistemas de interpretación en el seno de los cuales se posicionan los distintos actores públicos y privados y negocian los sentidos asignados a un problema y a la solución ante este.




    Además, siguiendo a Muller (2000), hay que considerar también que, en la medida en que las políticas públicas construyen un modelo de lo real y una respuesta normativa a partir de interpretaciones que implican múltiples procesos de interacción y negociación entre actores, resulta simplista pensar que entre acciones públicas y problemas públicos hay una relación directa y lineal y que las políticas simplemente son un instrumento para mejorar la resolución de problemas.




    Como sostienen Muller y Surel (1998) y Fischer (2003), las políticas sociales no son meros mecanismos de respuesta a problemas que existen objetivamente, sino que, mediante procesos de atribución de sentido, son parte del proceso de construcción de problemas y sus soluciones.




    Por tanto, las dinámicas que participan en la generación de una política social integran una compleja trama que involucra, entre otros, a los agentes sociales, las ideologías dominantes, los valores socialmente consensuados, los conflictos de intereses (sociales, políticos, gremiales, corporativos, etc.), los arreglos institucionales y los conocimientos y las técnicas propios de cada sector. De esta manera, como sostiene Majone (2001), las políticas sociales, y las públicas en general, son el resultado de un intrincado proceso de negociación entre agentes de gobierno, técnicos y políticos, agentes semipúblicos y agentes de la sociedad civil, tanto de áreas técnicas como académicas, que incluyen actores individuales o colectivos relacionados en el marco de procesos de negociación sobre problemas sociales, sus soluciones y los valores subyacentes a estos.




    Siguiendo a Fischer y Forester (1993), las políticas públicas surgen de una lucha constante en torno a cuáles son los criterios válidos para la clasificación y definición de problemas y soluciones, que incluyen interpretaciones subjetivas, marcos conceptuales e ideas que guían las formas en que los actores generan significados compartidos que motivan su actuación.




    Así, para Braun (1999), a la hora de analizar la generación y los cambios en las políticas sociales hay que tener en cuenta dos procesos: un primer proceso de lucha de poder, dentro de la arena política, que corresponde a la construcción de los sentidos y significados ordenadores de una política y que se ocupa de la negociación entre los agentes y los actores que hacen las políticas, esto es, entre administradores, técnicos y colectivos sociales; y un segundo proceso, de construcción de marcos de significados (evaluativos, discursivos y argumentativos), en los que se dirimen controversias que conciernen a la sociedad, que ocurren en el mundo académico, la arena legislativa, los partidos políticos, la prensa, las agrupaciones profesionales, etc.




    




    




    Relevancia de las prácticas sociales en la configuración de intervenciones sociales




    




    Partiendo del planteo de Martinic (1998), y llevándolo al análisis de la constitución de intervenciones en el marco de las políticas sociales, consideramos que toda acción interventiva, en la medida en que necesariamente se despliega en un horizonte social y cultural, debe entenderse como una forma de acción determinada por las condiciones en las cuales se desarrolla, y simultáneamente, como un proceso de carácter estructurante que permite generar cambios en el contexto mismo o en la situación en la cual se estructura. En otras palabras, dada la particular relación de simultaneidad entre las estructuras externas y las orientaciones subjetivas en los procesos de configuración de una acción, las representaciones y las categorías de pensamiento a partir de las cuales los actores técnicos (y, en general, todos los participantes en una acción) estructuran su quehacer se relacionan con el contexto y con la situación en la que se despliega esta acción, anticipando las posibles interpretaciones del otro y cooperando con el interlocutor en la construcción de una racionalidad común. Las categorías que guían la acción, entonces, no operan como principios a priori, sino como emergentes situados, y deben entenderse como producción desde y para una situación de interacción estructurada o en proceso permanente, de manera que las estructuras de sentido y de interpretación que organizan la acción emergen y se realizan en el mismo curso de la interacción. Por tanto, el desafío, a la hora de intentar comprender estas acciones, es integrar y no separar teoría y acción, integrar en el análisis los procesos y las interacciones que conforman la situación de intervención, superando de esta forma las dicotomías que separan la estructura de condiciones de la acción respecto de la conciencia y la subjetividad implicada en esta.




    De esta manera, para dar cuenta de la intervención social que realizan las personas involucradas, es relevante el estudio y la comprensión de los procesos de negociación de sentidos e interpretaciones, a través de los cuales se construyen acuerdos y compromisos en torno al objeto o problema que se aborda en la intervención, y de los compromisos que los actores técnicos establecen. En estos procesos, los sujetos intercambian significados y llegan a acuerdos explícitos mediante los cuales construyen una relación con condiciones de reciprocidad y siguiendo una lógica implicativa, en que la argumentación de uno de los actores considera la de los otros (Martinic, 1998).




    Podemos decir entonces, siguiendo a Martínez (2006), que el quehacer práctico no opera exclusivamente en el nivel de la significación intencional, sino que antes se estructura a partir de un espacio de regulación y organización simbólica y material, que actúa como un sistema organizado de reglas de acción y de producción de discursos. De esta manera, los quehaceres interventivos desplegados en el marco de un programa social, articulando tanto el plano de la significación como el de las reglas implícitas del contexto institucional en el que se inscriben, producen una estructura y una significación. Es decir, toda práctica social de intervención es a la vez dependiente y autónoma de la situación que constituye su contexto inmediato de acción (Sandoval, 2004).




    En este sentido, para Martínez (2006), hay que abandonar todas las teorías que consideran la práctica, en forma explícita o implícita, como una reacción mecánica directamente determinada por las condiciones antecedentes y reductible al funcionamiento de modelos, normas o roles sociales preestablecidos sin considerar la situación concreta de uso.




    Esta perspectiva sitúa al interventor, en tanto agente y actor, en el centro de la relación de encuentro o desencuentro entre las orientaciones o lógicas institucionales y las que el interventor posee por su instalación biográfica y por su perspectiva teórica y profesional. De manera que la búsqueda del fundamento de las prácticas sociales no puede limitarse al ordenamiento y la determinación contextual directa, ni a la figura del interventor, entendido como procesador ejecutor (Sandoval, 2004).




    El interventor, lejos de constituirse a partir de una identidad cerrada, de origen formativo o académico, se construye a partir de un quehacer concreto y en el marco de la propia ejecución de su acción, adquiriendo el carácter de mediador entre los requerimientos de la institución y las posibilidades que su trayectoria biográfica y profesional le permiten (Sandoval, 2004).




    Como señala Martínez (2006), la intervención social, en tanto práctica social, no puede concebirse al margen del trasfondo y la historia de experiencias del sujeto o actor que interviene, ni al margen del lugar o espacio institucional y social en el cual se realiza la práctica de intervención (en nuestro caso, los contextos de programas y políticas sociales).




    




    




    Conclusiones




    




    De lo analizado en este capítulo surgen al menos dos conclusiones. En primer lugar, se observa que las políticas sociales son un ámbito de interés y preocupación para la Psicología Comunitaria. Se han desarrollado, y están en curso, líneas de análisis, de reflexión y crítica que dan cuenta de sus contribuciones en distintos períodos y para diversas realidades regionales y colectivos académicos. Al respecto, es particularmente relevante resaltar que los estudios, las reflexiones y los cuestionamientos, y los desarrollos técnicos producidos por la Psicología Comunitaria se vinculan y se complementan con propuestas y debates surgidos desde el mundo técnico y académico de las políticas sociales.




    En este sentido se pueden distinguir diversos asuntos que son focos de debate y de preocupación compartidos por el mundo de las políticas sociales y la Psicología Comunitaria, que son puentes de vinculación y aporte desde esta última hacia las primeras como el asistencialismo, la falta y necesidad de participación social, el desarrollo de estrategias que incorporen redes informales y agentes de la sociedad civil y las orientaciones de construcción de ciudadanía.




    A partir de estos antecedentes, podemos decir que la Psicología Comunitaria posee un potencial de aporte a las políticas sociales; por ejemplo, en la construcción de redes sociales y comunitarias que actúen como agentes y factores relevantes en la generación y provisión de bienestar social o en las estrategias orientadas a la construcción de ciudadanía que surgen de perspectivas basadas en derechos en diversas áreas y sectores de necesidades y de problemas sociales. Estos temas aparecen en el escenario actual de debate en políticas sociales y se proyectan como ámbitos de particular relevancia en los modelos de política social emergentes.




    En segundo lugar, resulta evidente que las políticas no pueden ser asumidas como un todo monolítico y unitario que está al margen y no expresa los debates, las tensiones ideológicas, valorativas, políticas, conceptuales y técnicas presentes en el todo social. Dejar afuera de las políticas sociales estos múltiples procesos de interacción y negociación de sentidos y significados supone una perspectiva pueril equivalente a asumirlas como un campo solo técnico que se ordena de manera neutral en pos del bien social general y donde prima la racionalidad.




    Debemos, por tanto, trabajar con una noción de políticas sociales que considere al menos cinco puntos básicos:




    




    1. Los modelos de referencia desde los que ellas se formulan son relevantes en su conformación. En particular, las funciones sociales de las políticas sociales que son jerarquizadas en una determinada situación corresponden a los modelos de Estado de bienestar que prevalecen en cada realidad nacional o regional.




    2. Las políticas sociales integran combinaciones diversas entre distintas lógicas de asistencia y protección, de cohesión y control social, y de derechos sociales y constitución de ciudadanía.




    3. En los procesos de generación y provisión de bienestar social, las dinámicas de redes y de procesos comunitarios ocupan un espacio central, ya sea por opción o condición de un determinado Estado, o por el grado de complejidad y dinamismo del sistema no estatal de bienestar social, que actúa en paralelo o como complemento de la acción del Estado.




    4. Los procesos generadores y estructuradores de políticas sociales incluyen múltiples agentes provenientes de diversas esferas políticas, institucionales, académicas, sectoriales.




    5. Los procesos de interacción y negociación entre estos actores, las ideas y representaciones sociales de estos, al igual que las prácticas sociales de intervención, son dimensiones capaces de incidir sobre las políticas sociales.




    




    Las políticas sociales son una construcción social en que los espacios de negociación –técnica, teórica, ideológica y política– son cruciales y en que la Psicología Comunitaria y sus actores tienen un campo por explorar y en que participar. Esto es, conforman un área particularmente relevante para trabajar las formas de conciliar mejor temas propios de la Psicología Comunitaria, como la participación, el empoderamiento y el desarrollo de la autonomía colectiva e individual, con los espacios de los derechos y la constitución de ciudadanía, cuestiones centrales para las políticas sociales desde el punto de vista de los derechos sociales.




    Asumir esta relación supone atender y enfocar el trabajo, tanto en el campo de construcción teórica, de análisis de problemas, de diseño y de observación de políticas como en el del análisis de prácticas sociales de intervención, desde los marcos situacionales en que estas prácticas se desarrollan. Es decir, abordarlas trascendiendo la sola referencia a las apreciaciones meramente conceptuales y considerando, por tanto, los contextos concretos de construcción y de implementación de estas políticas, que integran planos biográficos, formativos, institucionales y del campo social en general.
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